	Fecha
	19 de mayo de 1926
	Sesión número
	29

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Antonio Leitón González

	Tutelados: Eulogio Leitón Morales

	Recurrido: Director de la Penitenciaría

	Objeto del recurso: El recurrente reclama que el recurrido desacató una orden de libertad emitida por el Jefe Político de Coronado a favor de su hijo, el tutelado.

	Respuesta del recurrido: La sentencia inicial fue por portación de arma prohibida. Luego el mismo Jefe Político la modificó a un caso por ebriedad; empero, el Director de la Cárcel no se atreve a desobedecer la sentencia inicial sin mediar su anulación.

	Parte dispositiva
	Con lugar (ante la duda sobre si la segunda sentencia es suficiente para revocar o modificar la inicial, la Corte aplica el mayor beneficio al reo). VS de los Magistrados Oreamuno, Guardia, Álvarez y Castro.


N° 29
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos y media de la tarde del diez y nueve de mayo de mil novecientos veintiséis, con asistencia de los señores Magistrados: Oreamuno (Presidente), Trejos, Dávila, Vargas Pacheco, Guardia, Fernández Bolandi, Solórzano, Álvarez, Guzmán, Castro y Fernández Rodríguez.
Artículo Único
ANTONIO LEITÓN GONZÁLEZ interpone recurso de Hábeas Corpus a favor de su hijo EULOGIO LEITÓN MORALES, alegando que el Jefe Político de Coronado expidió el dieciocho del corriente mes orden de libertad a favor de su citado hijo, quien se encuentra recluido en la Penitenciaría por un supuesto escándalo ocurrido en Coronado el día quince de este mes, pero que el Director del expresado establecimiento penal se negó a acatar dicha orden, sin que se sepa por qué motivo. Pedido informe al señor Director de la Cárcel de Varones, éste manifestó lo que sigue: “Con relación a la queja interpuesta por Antonio Leitón González a favor del hijo Eulogio Leitón, cumplo con el deber de informar por su medio a la Corte que el quince de mayo en curso el señor Jefe Político de Coronado remitió a este Centro Penal al referido Eulogio Leitón, quien fue sentenciado a treinta días de arresto por portación de arma prohibida. Como la Ley sobre el presente caso es concreta y terminante, me he visto en el caso de no ponerlo en libertad, por cuanto no han mediado las diligencias que son menester ante el Poder Ejecutivo para conmutar la pena. Por otra parte, obedece mi negativa a cumplimentar lo dispuesto por el Jefe Político de Coronado, por cuanto éste funcionario no ha llenado los requisitos que exige el aparte segundo del Decreto N° 5 que el Poder Ejecutivo emitió el veintinueve de mayo de mil novecientos veinticinco. La Ley respecto a portación de armas prohibidas es terminante y no da lugar a la excarcelación; es por este mismo caso que no he procedido a la libertad de Leitón, a fin de no atropellar la Ley, salvo lo que disponga ese Alto Tribunal”. En la información levantada por el Jefe Político de Coronado aparecen dictadas las dos sentencias que dicen: “Jefatura Política del Cantón de Coronado, a las trece horas treinta minutos del día quince de mayo de mil novecientos veintiséis. – A esta hora la policía de orden y seguridad de esta villa presentó al señor Eulogio Leitón Morales, vecino de Goicoechea, por haber atacado un auto con un chuzo. Detenido que fue por esta falta, se le registró encontrándosele una cuchilla como de cuatro pulgadas de hoja cortante. De consiguiente, en arreglo al artículo 1° de la Ley sobre Portación de Armas Prohibidas de cuatro de junio de mil novecientos veinticinco, se le condena a sufrir la pena de treinta días de arresto inconmutables en la Cárcel de Varones de San José. Entendido el penado aceptó el cargo y fue enviado a descontar su pena y no firmó porque no quiso”. “Jefatura Política del Cantón de Coronado, a las nueve horas del día diez y seis de mayo de mil novecientos veintiséis. Habiendo presentado un recurso el sentenciado en que dice que la pena que se le infligió no es justa por cuanto si es cierto que él traía una cuchilla de grandes dimensiones, no era con intención de portar armas, que la usa por necesidad como boyero, y que ese día, con motivo de la fiesta patronal, la traía; que no consta sea hombre de malos hábitos; que él es consecuente con las disposiciones de la policía, con la cual nunca ha tenido que ver ni ha sido juzgado; que como estaba en estado de ebriedad, esa sería la falta cometida y no la de portación de armas; y Considerando: 1° Que es cierto lo que el penado reclama, por cuanto en esta oficina no hay ninguna sentencia en que conste que el reo haya sido juzgado. 2° Que es cierto que el sentenciado no hacía uso de la cuchilla; que fue al registrarlo que la policía le encontró el arma y justamente estaba descargando la leña que como óbolo había traído con motivo de la fiesta patronal, conviene sea sentenciado por la falta cometida, ebriedad con molestias de tercero, la cual está comprendida en el artículo 34 de la Ley de Licores. Por tanto, se le impone la pena de diez colones de multa a favor de los fondos escolares, en vez de la de arresto por armas prohibidas. Comuníquese esta sentencia al reo y mándese orden de excarcelación al alcaide de la cárcel donde está el reo para que lo deje en libertad”. A continuación aparece dictada la resolución que dice: “Jefatura Política del Cantón de Coronado, a las nueve horas del día diez y ocho de mayo de mil novecientos veintiséis. Habiendo estado el reo tres días arrestado, se le rebajan a razón de dos colones por día; por tanto la conmutación son cuatro colones”. 

Previa la discusión del caso, la Corte consideró:
1) Que en sentencia que dictó el Jefe Político del cantón de Coronado el quince de los corrientes a la una y media de la tarde, fue condenado Eulogio Leitón Morales a treinta días de arresto inconmutables, de acuerdo con el artículo 1° de la Ley número 32 de 4 de junio del año próximo pasado, porque al reo aprehendido por un desorden y registrado por la policía se le encontró una cuchilla como de cuatro pulgadas de hoja cortante. Aparece al final de dicho fallo la expresión de que el penado aceptó el cargo.

2) Que en resolución de las nueve de la mañana del día siguiente, la autoridad dicha reconsideró el caso a petición del penado y hallando que era justificable la portación del arma por tratarse de un boyero quien alegaba que el uso de la cuchilla era debido al empleo que necesitaba hacer de ella en los menesteres de su oficio; que en el momento de ser preso se encontraba precisamente descargando una carretada de leña llevada por él como donativo en la fiesta patronal del lugar; que no sacó el arma en aquellos momentos, y que los antecedentes de conducta del mismo son buenos, y juzgando que la falta cometida era la de ebriedad con molestia de terceros, cambió la pena impuesta por la de diez colones de multa, en consecuencia de lo cual expidió la orden de libertad que el Alcalde (sic) de la Cárcel se ha negado a atender.

3) Que aún cuando el proceder del Alcaide en el caso ha sido correcto, atendidas las condiciones y el motivo del arresto que se impuso, puesto que vistos los término del segundo fallo que él desconocía, queda todavía la duda de si el Jefe Político pudo reconsiderar y modificar su primer sentencia, es lo cierto que existe esa resolución modificatoria, que ella beneficia al penado, que la misma no puede tenerse de plano por insubsistente para que se haga efectivo el arresto dictado, sin que antes se decida por quien corresponda acerca de la validez y eficacia del segundo fallo, por lo cual debe darse cumplimiento a la orden dictada por el funcionario sentenciador, ordenando la inmediata libertad de Leitón.
Los Magistrados Oreamuno, Guardia y Álvarez votaron por que se declarara improcedente el recurso, en razón de que de las diligencias que envió el Jefe Político aparece que el señor Leitón fue condenado por sentencia firme a la pena de treinta días de arresto inconmutable, por la falta de portación de arma prohibida, y habiéndose ejecutado la condena con el ingreso del sentenciado al penal respectivo, el funcionario dicho perdió la jurisdicción en ese negocio (artículo 112, Ley Orgánica de Tribunales); el alcaide, por lo tanto, no podía acatar la orden, pues no venía de quien tuviere facultad de librarla, dado que quien podía hacerlo era el Poder Ejecutivo (artículo 191, Código Penal). La segunda sentencia que modificó la calificación del hecho y la pena, carece de valor (artículo 117 de la misma Ley Orgánica).

El Magistrado Castro votó declarando sin lugar el recurso porque ejecutoriado el fallo en que se impuso el arresto inconmutable por la falta comprobada de portación de arma prohibida, no ha podido el Jefe Político sentenciador revocarlo y aplicar una pena distinta, por oponerse a ello el Artículo 115 de la Constitución Política.
